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diario y en todos lados las mujeres 
son agredidas de varias maneras, 
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A
esto se ha convertido en un problema 
que abarca diferentes esferas: los de-
rechos humanos, la justicia social, la 
legal y la de salud pública, dado que 
los actos violentos ocasionan daño 
físico, discapacidad, secuelas, gran 
número de años de vida potencial 
perdidos, disminución de la calidad 
de vida e incluso la muerte. Desde la 
perspectiva de los derechos humanos, 
daña fundamentalmente al tejido so-
cial, por lo que debe ser prioridad del 
estado el diseño, implementación y 
evaluación de las políticas públicas 
desde un enfoque multisectorial, in-
terdisciplinario y con perspectiva de 
género, que permita prevenir, sancio-
nar y erradicar la violencia en la bús-
queda del mejoramiento de la calidad 
de vida de la ciudadanía.

En el presente trabajo se revisarán 
los diferentes conceptos la violencia 
contra la mujer, los contextos, formas 
y modalidades que adopta, factores que 
la originan, sus consecuencias, la mag-
nitud del problema y los costos en la 
salud de la mujer. De la misma manera 
se revisan algunas políticas públicas 
diseñadas para prevenir, erradicar y 
sancionar dicha violencia, en donde se 
describe el marco normativo interna-
cional, nacional y estatal que regula 
este fenómeno. También se analiza de 
manera particular algunos aspectos de 
la implementación de las políticas pú-
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blicas: instituciones y programas desti-
nados para la prevención y la atención 
de la violencia contra la mujer, así como 
el presupuesto para su financiamiento; 
y se finaliza con las conclusiones a las 
que se llegó en este estudio.

Definición y dimensión
del problema

La violencia contra la mujer se define 
como:

todo acto de violencia basado en la per-
tenencia al sexo femenino que tenga o 

pueda tener como resultado un daño o 
sufrimiento físico, sexual o psicológico 
para la mujer, así como las amenazas de 
tales actos, la coacción o la privación 
arbitraria de la libertad, tanto si se pro-
ducen en la vida pública como en la vida 
privada (onu, 1994).

La violencia también es recono-
cida como un problema de género. 
La violencia de género es cualquier 
acción u omisión que daña o puede 
dañar a una mujer porque se considera 
que no cumple de modo apropiado la 
función o rol que tradicionalmente le 
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corresponde, representa un ejercicio de 
poder y control que se ejerce contra las 
mujeres por su condición de ser mujer. 
Esta violencia adopta múltiples modali-
dades según el tipo de escenario en el 
que ocurre: en el trabajo, hogar, calle, 
escuela, medios de comunicación, las 
tradiciones culturales, la comunidad y 
en otros contextos.

En determinados países la violencia 
se manifiesta en algunas tradiciones 
culturales como la mutilación genital 
femenina, que según estimaciones de 
la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) afecta a más de 130 millones de 
mujeres en todo el mundo, que pueden 
desarrollar graves problemas físicos y 
psicológicos (San Martín, 2006).

Si se considera la naturaleza del 
daño ocasionado y los medios emplea-
dos, la violencia puede clasificarse en: 
física (control de los movimientos de 
las mujeres o la restricción de su ac-
ceso a la información o la asistencia, 
así como el aislamiento de su familia 
o amigas(os) y de otras relaciones, 
así como actos físicos de agresión), 
psicológica (desvalorización, la intimi-
dación, el desprecio y la humillación en 
público o privado), sexual (relaciones 
sexuales sin consentimiento o forza-
das) y económica (Torres, 2001; Blanco, 
et al., 2004). 

La violencia también puede pro-
ducirse en circunstancias específicas 
como en instituciones de custodia 
(prisiones, policía), en situación de 
conflictos armados y en campamentos 
de refugiados o desplazados. 

La violencia es un problema com-
plejo y multidimensional ya que 
interactúan factores que operan en 
niveles distintos (individuo, relación 
o familia, comunidad y sociedad) que 
pueden poner a la mujer en riesgo 
de la violencia o, por el contrario, la 
protegen contra ese riesgo. El modelo 
ecológico de violencia contra la mujer 
propuesto por Heise, Ellsberg y Got-
temoeller (1999) estudia los factores 
a diferentes niveles que contribuyen 
a la presencia o no de la violencia. 

Es probable que el factor principal de 
riesgo sea, precisamente, ser mujer. En 
términos de los factores individuales de 
hombres que abusan de sus mujeres, el 
uso de alcohol, y haber sido testigo o 
víctima de violencia durante la infancia 
o juventud, aparecen como factores de 
riesgo. A nivel de la familia, comunidad 
y sociedad en su conjunto, muchos de 
los factores identificados como causales 
de la violencia contra la mujer guardan 
una estrecha relación con las normas y 
valores en torno a la desigualdad social 
y la falta de equidad entre los géneros 
(García Moreno, 2002).

El concepto género designa lo que 
en cada sociedad se atribuye a los 
sexos, es decir, se refiere a la cons-
trucción social del hecho de ser mu-
jer y hombre, a la interrelación entre 
ambos y las diferentes relaciones de 
poder-subordinación en que estas 
interrelaciones se presentan. En las 
relaciones de género existe una des-
igualdad de poder entre hombres y 
mujeres, pero además las relaciones 
de género cruzan otras desigualdades 
relacionadas con la pertenencia a gru-
pos sociales, de edades, de etnias, que 
genera una doble o triple situación de 
desventaja (De la Cruz, 1998). 

En las sociedades latinoamericanas 
son frecuentes las normas culturales 
y de relación que aceptan y legitiman 
la violencia contra la mujer, como una 
expresión más de desigualdades en las 
relaciones de poder entre hombres y 
mujeres, y que se reflejan en las leyes 
y políticas públicas.

La violencia impacta en la mujer 
que es víctima, al afectar su autono-
mía, su autoestima, su productividad y 
su salud con lesiones de todo tipo, in-
fecciones de transmisión sexual (ITS), 
incluido el VIH/Sida, el embarazo no 

deseado, problemas ginecológicos, 
dolor pélvico crónico, hipertensión, 
depresión, trastornos por ansiedad, 
trastorno por estrés postraumático, 
cefaleas, síndrome de colon irritable y 
diversas manifestaciones psicosomáti-
cas (García Moreno, 2002). 

Una de las consecuencias graves 
de la violencia es la muerte de las 
mujeres, que se comienza a denomi-
nar feminicidio1 (Jiménez, 2006), el 
cual representa un hecho extremo 
de discriminación de género. Las 
tasas de muerte por “feminicidio” 
suelen ser mucho menores que las 
de muerte por homicidio en los hom-
bres. En Latinoamérica, por ejemplo, 
el homicidio es la causa externa de 
muerte más importante en los varo-
nes y representa el 39.5% del total 
de muertes, mientras que para las 
mujeres el homicidio constituye la 
segunda causa externa de muerte, 
con el 23.2% (Organización Paname-
ricana de la Salud, 1998).

De acuerdo con organizaciones ci-
viles, en los últimos 10 años, al me-
nos 10 mil mujeres y niñas han sido 
asesinadas de manera violenta en 
México, y sólo en el año 2010 hubo 
1400 casos. En un 60% los asesinatos 
se cometieron después de que la víc-
tima fue sometida a una serie de ve-
jaciones, lesiones y agravios que bien 
pueden ser calificados como tortura. 
El 70% de los homicidios sucedieron 
en 15 entidades, entre las que des-
tacan el estado de México, Jalisco, 
Sinaloa, Colima, Tamaulipas, Baja Ca-
lifornia, Oaxaca, Chiapas, Veracruz y 
Chihuahua, entidad que encabeza la 
lista. La mayor parte de los casos han 
quedado en total impunidad y muchos 
otros son ocultados o negados por las 
autoridades (Concha, 2011).

 1	 La categoría “feminicidio” fue desarrollada a partir del trabajo de Diana Russell y 
Hill Radford (1992). En castellano, feminicidio es una voz homóloga a homicidio y 
sólo significa asesinato de mujeres. En cambio, para Russell y Radford— tal catego-
ría es un crimen de odio contra las mujeres; es el conjunto de formas de violencia 
que en ocasiones concluye en asesinatos e incluso en suicidio de mujeres.

▲
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En cuanto a la magnitud del pro-
blema, en México se han realizado dos 
encuestas nacionales sobre violencia 
de pareja, una desarrollada por la Se-
cretaría de Salud en colaboración con 
el Instituto Nacional de Salud Públi-
ca, entre octubre de 2002 y febrero 
de 2003, titulada “Encuesta Nacional 
sobre Violencia contra las Mujeres, 
2003” (envim, 2003) y la otra realizada 
por el Instituto Nacional de las Mu-
jeres en colaboración con el Instituto 
Nacional de Estadística, Geografía e 
Informática (inegi) en 2003, denomi-
nada “Encuesta Nacional de la Diná-
mica de las Relaciones en los Hogares” 
(endireh, 2003).

Según datos de la envim 2003, 
60.4% de las mujeres encuestadas han 
experimentado violencia alguna vez 
en su vida, la mayoría de ellas (74%) 
fue víctima de familiares y como prin-
cipal agresor se señala a la pareja ac-
tual, novio o ex novio.

Por su parte, la endireh, aplicada en 
57 mil viviendas en todo el territorio 
nacional, reveló que 46.6% de mexica-
nas (nueve millones de mujeres), su-
fren algún tipo de violencia económi-
ca, emocional, física y sexual (García 
Acevedo, 2005).

La endireh se levantó del 9 de oc-
tubre al 3 de noviembre de 2006, y 
tuvo como objetivo generar informa-
ción sobre la frecuencia y magnitud 
de la violencia que experimentan las 
mujeres al interior de sus hogares y 
conocer las características de la di-
námica de las relaciones de pareja, 
además de identificar los eventos de 
discriminación, agresión y violencia 
que han padecido en los ámbitos del 
hogar, escolar, laboral y social.

De acuerdo con la endireh-2006, a 
nivel nacional 43.2% de las mujeres 
sufrieron violencia de su pareja en 
su última relación, la violencia emo-
cional se sitúo en 37.5%, la violen-
cia económica en 23.4%, la física en 
19.2% y la violencia sexual con 9%. El 
67% de las mujeres de 15 años y más 
han sufrido violencia en cualquiera de 

los siguientes contextos: comunitario, 
familiar, patrimonial, escolar, laboral 
y de pareja (inegi, 2007).

La información sobre costos de la 
violencia contra la mujer es limitada. 
Existen costos directos, como daños 
o pérdidas de vida y los servicios 
que se deben proporcionar, así como 
costos indirectos, que son los días 
de trabajo perdidos o la disminu-
ción de la productividad. De igual 
forma pueden considerarse muchos 
costos indirectos —a veces llamados 
intangibles—, que en su mayoría 
no son cuantificables, entre los que 
se encuentran el costo de las vidas 
destrozadas, el dolor crónico, el su-
frimiento, el miedo, la depresión, los 
intentos de suicidio, la pérdida de 
oportunidades para lograr las propias 
metas y de la pérdida del amor propio 
(García Moreno, 2002).

Además, existen los llamados “cos-
tos de transmisión”, originados por 
los efectos multiplicadores hacia el 
futuro de la violencia, a lo que ha-
cen referencia algunos autores como 
la “transmisión de la violencia entre 
las generaciones”, pues parten del 
supuesto de que la violencia genera 
violencia.

El Banco Interamericano de Desa-
rrollo (bid) estima que los costos de 
la violencia contra las mujeres oscilan 
entre 1.6 y 2% del producto interno 
bruto (pib) de los países de la región 
latinoamericana.

Los datos sobre costos de la vio-
lencia contra la mujer en los países en 
vías de desarrollo son escasos, pero de 
acuerdo con cifras publicadas por el 
bid para analizar los costos en Chile y 
Nicaragua, se enfocaron en tres áreas: 
la participación de las mujeres en el 
mercado ocupacional y sus ingresos, 
la utilización de los servicios de sa-
lud, y el logro educacional de sus hijos 
(Morrison y Orlando, 1999). Los estu-
dios revelaron que, a pesar de los muy 
distintos niveles de desarrollo eco-
nómico, la violencia contra la mujer 
por su pareja era muy elevada en los 

dos. En ambos países se encontró que 
la violencia conyugal tiene un gran 
impacto en el ingreso de las mujeres. 
En Santiago, las mujeres que sufrían 
violencia física severa ganaban 39% 
de lo que ganaban las que no sufrían 
violencia, en Managua, el porcentaje 
era de 57%.

Los costos de la violencia para los 
dos países son enormes, y represen-
tanron alrededor de 1.6% del pib de 
1996 para Nicaragua y más del 2% del 
pib de 1996 en Chile. En Nicaragua, se 
observó que las mujeres que sufrían 
violencia conyugal utilizaban los ser-
vicios de salud dos veces más que las 
mujeres sin violencia, pero en Chile no 
se encontró esta diferencia.

En Santiago de Chile, también se 
documentó el impacto intergenera-
cional de los efectos de la violencia 
conyugal, que ya ha sido estudiado 
en muchos otros países. Los autores 
del BID concluyen que los costos ele-
vados encontrados en ambos países 
indican que:

las políticas y los programas para reducir 
la prevalencia de la violencia doméstica y 
proporcionar atención a las mujeres que 
sufren violencia deben ser una prioridad 
para los gobiernos a nivel nacional, estatal 
y municipal, para las agencias internacio-
nales y las organizaciones no guberna-
mentales (Morrison y Orlando, citados por 
García Moreno, 2002).

La implementación de políticas 
públicas para prevenir, erradicar 
y sancionar la violencia contra

la mujer

Las políticas públicas son la materia 
constitutiva del sistema político, se 
ubican en el elemento institucional 
llamado régimen político, son el go-
bierno en acción que busca la manera 
de dar respuestas a las demandas de 
la sociedad. Se pueden entender como 
uso estratégico de recursos para ali-
viar los problemas municipales, loca-
les o nacionales.
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Las políticas públicas son el con-
junto articulado de lineamientos que 
orientan la acción del estado, institu-
ciones, sociedad y familia, actuadas en 
el marco constitucional de la protec-
ción de las personas. Se encaminan a 
la realización de derechos y la digni-
dad humana, y constituyen el marco 
orientador de la acción para cualquier 
gobernante (Ruiz, 2001).

Los objetivos esenciales del esta-
do orientan el sentido y contenido de 
las políticas públicas, las cuales están 
contenidas no sólo en planes, progra-
mas y asignaciones de recursos pre-
supuestales, humanos y materiales, 
sino en disposiciones constituciona-
les, leyes, reglamentos, decretos, re-
soluciones administrativas, así como 
en decisiones emanadas de cortes, 
tribunales y órganos constitucionales 
autónomos. Las estructuras mismas 
de gobierno y los procedimientos 
aplicados por éstas, están influidas 
por las políticas públicas adoptadas 
por el estado (Plan Nacional de Desa-
rrollo, 2001-2006).

El proceso de elaboración de las 
políticas públicas es complejo, implica 
una separación en distintas fases para 
después analizar cada una de ellas. 
Primero se estudia cómo aparecen los 
problemas para recogerlos en la agenda 
sobre las políticas públicas de deci-
siones del gobierno, luego se estudia 
cómo la gente plantea los temas para 
la acción, cómo proceden los legisla-
dores, después cómo los funcionarios 
implementan las decisiones y, final-
mente, cómo se evalúan las políticas 
(Lindblom, 1991).

En nuestro país, los primeros inten-
tos de políticas públicas para atender la 
violencia de género se orientaron parti-
cularmente hacia la violencia familiar. 
En este sentido se hicieron propuestas 
de reformas legislativas para tipificarla, 
se crearon centros especializados como 
el Centro de Atención a la Violencia In-
trafamiliar, las Agencias Especializadas 
en Delitos Sexuales; se empezaron a 
realizar estudios del tema y encuestas 

de limitado alcance, por ser de carác-
ter local o regional; y, se realizaron 
campañas en los medios masivos de 
comunicación para sensibilizar a la 
sociedad al respecto.

Durante el periodo 2001-2006, con 
la creación del Instituto Nacional de 
Mujeres (inmujeres), se dieron avances 
significativos para fomentar la cultura 
de la no violencia, de la no discrimina-
ción y la equidad de género en todos 
los ámbitos para lograr condiciones que 
posibiliten una vida sin violencia para 
todas las mujeres.

En el orden federal se han promul-
gado una serie de leyes con la finali-
dad de prevenir, erradicar y sancionar 
la violencia contra la mujer; y, en el 
orden estatal existen cuerpos nor-
mativos para prevenir y sancionar la 
violencia familiar, códigos civiles que 
establecen la violencia familiar como 
una causal de divorcio, y códigos pe-
nales que tipifican la violencia fami-
liar y el feminicidio, la violación entre 
cónyuges y el hostigamiento sexual.

Aspectos legales de la violencia 
contra la mujer 

Uno de los instrumentos que utilizan 
las instituciones gubernamentales en 
la elaboración de las políticas públicas 
son las normas jurídicas, a través de 
las cuales los poderes públicos auto-
rizan y establecen las actividades que 
constituyen las políticas, y también 
limitan la discrecionalidad de quienes 
las elaboran y ejecutan.

	
Dispositivos Internacionales

Con relación al marco normativo 
de instrumentos internacionales, a 
partir de la década de 1970, y con 
especial interés en los últimos años, 
el tema de la violencia contra las 
mujeres y su expresión en el ámbito 
doméstico ha sido incorporada en 
convenciones y conferencias inter-
nacionales, donde nuestro país ha 
tenido una destacada participación, 
tanto a través de representaciones 

gubernamentales como de organiza-
ciones sociales de mujeres.

Documentos específicos más im-
portantes:

• 	 Conferencia Mundial del Año Inter-
nacional de la Mujer, celebrada en 
la ciudad de México, en 1975.

• 	 Convención sobre la Eliminación 
de todas las formas de Discrimina-
ción contra la Mujer (cedaw, 1979): 
es el documento internacional de 
protección a los derechos de las 
mujeres más importante, firmado 
por México en 1980 y ratificado en 
1981. En 1992, el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación 
Contra las Mujeres incluyó formal-
mente la violencia de género en la 
Recomendación General Núm. 19.

• 	 Conferencia Mundial del Decenio de 
Naciones Unidas para la Mujer, ce-
lebrada en Copenhague, Dinamarca 
en 1980.

• 	 Conferencia Mundial para el Examen 
y la Evaluación de los logros del 
Decenio de Naciones Unidas. Igual-
dad, Desarrollo y Paz, celebrada en 
Nairobi, en 1990.

• 	 Conferencia Mundial sobre los dere-
chos humanos, realizada en Viena 
en 1993.

• 	 Declaración de la eliminación de la 
violencia contra la mujer de 1993, 
(Asamblea General de la onu, Reso-
lución Número 48/104).

• 	 Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer, celebrada 
en la ciudad de Belém Do Pará, Bra-
sil, en 1994, ratificada por México. 
Es el único instrumento regional 
cuyo propósito es detener y reme-
diar la violencia de género. 

• 	 Conferencia Internacional sobre 
Población y Desarrollo de El Cairo 
(1994): trata la violencia contra la 
mujer en su relación con la salud y 
derechos sexuales y reproductivos.

• 	 Cuarta Conferencia Mundial sobre 
la Mujer, celebrada en Beijing, 
China en 1995: dedicó un capítulo 
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completo a la violencia contra la 
mujer, y otro a las situaciones de 
conflicto armado.

• 	 En 1996, la Asamblea Mundial de 
la Salud, reconoció la violencia, 
incluida la dirigida contra mujeres, 
como un problema de salud pública 
que requería acción urgente por 
parte de los estados miembros.

A partir de estas conferencias se de-
finieron acciones para que la mujer fue-
ra integrada en igualdad de condiciones 
y derechos, en los procesos de desarro-
llo económico, así como para promover 
la no violencia hacia las mujeres.

Normatividad mexicana federal
Las disposiciones legales aplicables en 
los órdenes federal y estatal fueron 
reformadas recientemente para incluir 
adelantos positivos. A través de refor-
mas adoptadas el 14 de agosto de 2001 
se modificó el artículo 1 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (CPEUM) para prohibir todas 
las formas de discriminación, inclusive 
sobre la base del sexo. En el Artículo 4, 
se establece que los hombres y las mu-
jeres son iguales ente la ley, y que toda 
persona tiene derecho a decidir de ma-
nera libre, responsable e informada so-
bre el número y el espaciamiento de sus 
hijos. La CPEUM reconoce también que 
los hombres y las mujeres tienen igua-
les derechos con respecto a empleo, 
educación, nacionalidad, remuneración 
y participación en la vida política. 

En México se han registrado im-
portantes avances en la aprobación de 
leyes de alcance nacional que prote-
gen y garantizan los derechos huma-
nos de las mujeres, y que se enuncian 
a continuación:

Ley del Instituto Nacional de las 
Mujeres (INMUJERES, 2001)

Esta Ley establece la creación del Ins-
tituto Nacional de las Mujeres con el 
objeto de promover y fomentar las con-
diciones que posibiliten la no discrimi-
nación, la igualdad de oportunidades y 

de trato entre los géneros; el ejercicio 
pleno de todos los derechos de las 
mujeres y su participación equitativa 
en la vida política, cultural, económica 
y social del país, bajo los criterios de 
transversalidad en las políticas públi-
cas con perspectiva de género. Asimis-
mo, regula los objetivos, atribuciones, 
estructura orgánica y funcional de esta 
dependencia gubernamental.

Norma Oficial Mexicana
(NOM-190-SSA-1999)

La Secretaría de Salud del gobierno 
federal, atendiendo a la recomendación 
de la OMS, reconoce la violencia fami-
liar como un problema de salud públi-
ca, motivo por el cual, el 8 de marzo del 
2000 se publicó en el DOF la NOM-190-
SSA-1999, “Prestación de los servicios 
de salud. Criterios para la atención 
médica de la violencia familiar”. La 
finalidad de esta norma es contribuir 
a la prevención y atención de la vio-
lencia familiar, y obliga al personal de 
salud, tanto médicos como enfermeras 
y trabajadoras sociales, a brindar una 
atención de calidad y a identificar los 
rasgos, indicios y situaciones de violen-
cia familiar. Adicionalmente vincula al 
sector salud con el de justicia al incluir 
un apartado para que se notifiquen los 
casos a las autoridades encargadas de 
la impartición de justicia.

Ley Federal para Prevenir y Eliminar 
la Discriminación (LFPED, 2003)

Esta Ley tiene como objeto prevenir 
y eliminar todas las formas de dis-
criminación que se ejerzan contra 

cualquier persona, y obliga al estado 
a promover las condiciones para que 
la libertad y la igualdad de oportuni-
dades y de trato de las personas sean 
reales y efectivas.

La lfped define a la discriminación 
como toda distinción, exclusión o 
restricción que, basada en el origen 
étnico o nacional, sexo, edad, disca-
pacidad, condición social o económica, 
condiciones de salud, embarazo, len-
gua, religión, opiniones, preferencias 
sexuales, estado civil o cualquier otra, 
tenga por efecto impedir o anular el 
reconocimiento o el ejercicio de los 
derechos y la igualdad real de oportu-
nidades de las personas.

Ley General para la Igualdad entre 
Mujeres y Hombres (2006)

Esta ley tiene por objeto regular y 
garantizar la igualdad entre mujeres  
y hombres, y proponer los lineamien-
tos y mecanismos institucionales que 
orienten a la nación hacia el cumpli-
miento de la igualdad sustantiva en los 
ámbitos público y privado, promovien-
do el empoderamiento2 de las mujeres.

Este ordenamiento incluye un 
concepto fundamental, como la trans-
versalidad, definida como:

el proceso que permite garantizar la incor-
poración de la perspectiva de género con 
el objetivo de valorar las implicaciones que 
tiene para las mujeres y los hombres cual-
quier acción que se programe, tratándose de 
legislación, políticas públicas, actividades 
administrativas, económicas y culturales 
en las instituciones públicas y privadas.

 2	 Los documentos de Naciones Unidas proponen varias traducciones para este término 
que viene de la palabra inglesa, empowerment: habilitación y autonomía de las mu-
jeres, emancipación de las mujeres, potenciación del papel de las mujeres, creación 
de las condiciones para la plena participación de las mujeres en la sociedad o para 
el pleno ejercicio de sus derechos. El término “empoderamiento” se empieza a uti-
lizar en el campo del desarrollo debido al interés por superar la marginación de las 
mujeres y por incorporar la perspectiva de género articulando desarrollo y equidad. 
Con él se insiste en la necesidad que tienen las mujeres (como agentes políticas) 
de acceder al poder y dejar de ser uno de los colectivos con menor oportunidad de 
incidir en las decisiones que les afectan diariamente.
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Un aspecto a tomar en cuenta en 
la ley es que incluye la perspectiva de 
género:

la cual supone considerar sistemáticamen-
te las diferencias entre las condiciones, 
situaciones y necesidades respectivas de 
las mujeres y de los hombres, en las fases 
de planificación, ejecución y evaluación 
de todas las políticas comunitarias” (De la 
Cruz, 1998).

Esta norma establece, expresamen-
te, como instrumentos de la política 
nacional en materia de igualdad entre 
mujeres y hombres, el Sistema Nacio-
nal para la Igualdad entre Mujeres y 
Hombres y el Programa Nacional para 
la Igualdad entre Mujeres y Hombres.

Como primer paso de una política 
de estado en materia de igualdad, el 
presidente Felipe Calderón Hinojo-
sa, firmó el 8 de marzo del 2007, el 
Acuerdo Nacional para la Igualdad 
entre Hombres y Mujeres, cuyo objetivo 
específico es establecer el compromiso 
de las instancias que integran los dife-
rentes ámbitos y órdenes de gobierno, 
así como de las entidades públicas y 
privadas, para dar cumplimiento con 
lo señalado en la Constitución, los 
convenios y tratados internacionales 
ratificados por México en la materia, 
la Ley General para la Igualdad entre 
Mujeres y Hombres, la Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia y la Ley del Instituto Na-
cional de las Mujeres.

Ley General de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia (2007)
Esta ley establece que la federación, las 
entidades federativas y los municipios 
se coordinarán para prevenir, sancio-
nar y erradicar la violencia contra las 
mujeres, y en sus respectivos ámbitos 
de competencia expedirán las normas 
legales y tomarán las medidas presu-
puestales y administrativas correspon-
dientes. Además, incluye diferentes 
instancias de gobierno y de la sociedad 
civil, para trabajar de manera conjunta 

en defensa de los derechos humanos de 
las mujeres.

Define a la violencia contra las mu-
jeres como cualquier acción u omisión 
basada en su género, que les cause daño 
o sufrimiento psicológico, físico, patri-
monial, económico, sexual o la muerte, 
tanto en el ámbito privado como en el 
público. Esta ley contempla definicio-
nes de violencia que incluso no habían 
sido consideradas por las convenciones 
internacionales en materia de derechos 
humanos de las mujeres, específicamen-
te la violencia económica y patrimonial. 
Asimismo se destaca la regulación de 
diferentes modalidades de violencia 
como la familiar, laboral, docente, en la 
comunidad, en la institucional, e inclu-
ye la violencia feminicida.

La trascendencia de esta Ley ra-
dica en que es un marco jurídico que 
previene la violencia, garantiza los 
derechos de las víctimas y establece 
medidas para el diseño de programas 
reeducativos para los agresores.

Este ordenamiento jurídico prevé 
la creación del Sistema Nacional para 
Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra las Mujeres y el Pro-
grama Integral para Prevenir, Atender, 
Sancionar y Erradicar la Violencia con-
tra las Mujeres, y es el Ejecutivo Federal 
quien propondrá en el Proyecto de 
Presupuesto de Egresos de la Federación 
asignar una partida presupuestaria 
para garantizar el cumplimiento de los 
objetivos del Sistema y del Programa. 
Cabe destacar que el Sistema Nacional 
se instaló en sesión extraordinaria has-
ta el 11 de mayo de 2007.

Esta norma señala que los poderes 
legislativos, federal y locales deberán 
tipificar el delito de violencia familiar, 
regular la violencia familiar como cau-
sal de divorcio, de pérdida de la patria 
potestad y de restricción para el régi-
men de visitas, entre otros aspectos.

Normatividad estatal

28 entidades federativas ya cuentan 
con una ley en materia de violencia 

familiar: Baja California, Baja California 
Sur, Campeche, Chiapas, Coahuila, Co-
lima, Distrito Federal, Durango, estado 
de México, Guanajuato, Guerrero, Jalis-
co, Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo 
León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, 
Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, 
Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, 
Veracruz, Yucatán y Zacatecas.

En septiembre de 2008, 32 estados 
ya tenían leyes de acceso para las 
mujeres a una vida libre de violencia: 
Aguascalientes, Baja California, Baja 
California Sur, Campeche, Chiapas, Chi-
huahua, Coahuila, Colima, Distrito Fe-
deral, Durango, Guanajuato, Guerrero, 
Hidalgo, Jalisco, México, Michoacán, 
Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, 
Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San 
Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, 
Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yuca-
tán y Zacatecas.

En 27 estados de la república mexi-
cana se tipifica la violencia familiar 
como delito, a excepción de Campeche, 
Querétaro, Quintana Roo y Tlaxcala. En 
el caso del estado de Colima lo tiene 
previsto como calificativa, esto es, hay 
que demostrar un delito preexistente; 
y, en el caso de Durango, es el único 
estado de la República que lo contem-
pla como delito grave.

Los estados en donde la investi-
gación de este delito es de carácter 
oficioso, son Chihuahua, Jalisco y 
Tabasco, en el resto es por querella.

En 13 entidades se tipifica la viola-
ción entre cónyuges como delito (Baja 
California Sur, Chihuahua, Coahuila, 
Distrito Federal, Durango, Guanajua-
to, Hidalgo, Oaxaca, Querétaro, San 
Luis Potosí, Tamaulipas, Veracruz y 
Yucatán) y sólo en 17 entidades el 
hostigamiento sexual es un delito.

En 21 entidades federativas los 
códigos civiles establecen la violencia 
familiar como una causal de divorcio: 
Aguascalientes, Baja California, Baja 
California Sur, Chihuahua, Coahuila, 
Colima, Distrito Federal, Durango, 
México, Michoacán, Morelos, Nuevo 
León, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, 
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San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tlax-
cala, Tamaulipas, Veracruz (Programa 
Nacional para una vida sin Violencia, 
2002-2006).

Cabe señalar que ya también el 
Código Civil del Estado de Jalisco 
contempla la violencia intrafamiliar 
como causal de divorcio, por lo que 
serían 22 entidades en total. Además, 
en Zacatecas ya está tipificado como 
delito la violación entre cónyuges, 
siendo ya 14 entidades federativas 
que la regulan. De igual forma, en el 
Código Penal del Estado de Jalisco se 
encuentra tipificado como delito el 
hostigamiento sexual, por lo que se 
suman ya 18 estados. 

Asimismo, existen legislaciones es-
tatales que en sus códigos penales han 
tipificado como delito el feminicidio: 
Colima, Guanajuato, Guerrero, estado 
de México, Morelos, San Luis Potosí, 
Tamaulipas, Veracruz y el Distrito Fe-
deral, y Sinaloa (Laporta, 2012).

Si bien es cierto que en nuestro 
país existe una diversidad de leyes 
con relación a la violencia contra las 
mujeres, las mismas no han resultado 
del todo eficaces, pues para lograrlo se 
requiere del desarrollo de reglamentos 
que determinen procedimientos para su 
aplicación, así como disponer de recur-
sos para ponerlas en práctica. Todo ello 
tiene implicaciones concretas, como 
la adecuación de los procedimientos y 
de la gestión institucional, así como 
el conocimiento de las mujeres acerca 
de los derechos que les otorgan estas 
nuevas leyes, situación que les puede 
facilitar su acceso a la justicia.

Implementación de políticas 
públicas en instituciones y 
programas para atender la 

violencia contra
las mujeres

Uno de los procesos de las políticas 
públicas es precisamente su imple-
mentación, que consiste en llevar a 
cabo todo lo planteado en el terreno 
conceptual al plano de la acción.

La implementación de política 
pública de violencia contra la mujer 
requiere de mecanismos de promoción 
y atención, los cuales se concretan 
a través de las acciones de gobierno 
que desarrollan las instituciones y 
programas de la administración pública 
creadas para cumplir con estos fines.

Dependencias y programas
inmujeres (2001). El inmujeres promueve 
la no discriminación, la igualdad de 
oportunidades y de tratamiento entre 
los géneros, y la posibilidad de que 
las mujeres ejerzan plenamente sus 
derechos y participen en la vida po-
lítica, cultural, económica y social de 
la nación.

La mayor parte de los estados de la 
República Mexicana, incluido Chihu-
ahua, crearon recientemente institutos 
de la mujer. Los institutos de nivel 
estatal de inmujeres han colaborado 
como iguales a los efectos de institu-
cionalizar la perspectiva de género en 
todo el país.

Fondo Proequidad. Con el propósito de 
erradicar toda forma de discriminación 
hacia las mujeres, así como procurar la 
igualdad de condiciones y de trato en-
tre los géneros, en coordinación con las 
organizaciones de la sociedad civil, y 
ante el desafío de diseñar e instrumen-
tar políticas públicas en las que parti-
cipen las instancias gubernamentales y 
civiles, el Inmujeres instrumentó en el 
año 2002 el proyecto Fondo Proequidad 
Primera Emisión, cuyo objetivo es otor-
gar financiamiento a las organizaciones 
de la sociedad civil, a fin de favorecer 
el desarrollo de diversos proyectos cuyo 
propósito es mejorar las condiciones de 
vida de la población femenina.

La primera emisión del Fondo 
Proequidad se caracterizó por una im-

portante afluencia de organizaciones, 
quienes respondieron presentando un 
total de 183 proyectos,3 otorgando 
financiamiento a 36 organizaciones. 
Durante esa emisión, se ponderaron 
como prioridad los nueve temas del 
Programa Nacional para la Igualdad 
de Oportunidades y no Discriminación 
Contra las Mujeres (proequidad), sumán-
dose el tema de la problemática de las 
mujeres en Ciudad Juárez. 

Cabe señalar que este fondo el 8 
de marzo de 2009 publicó las bases 
reguladoras para su octava emisión, 
donde se señala que las organizaciones 
deberán aportar el 50% del monto soli-
citado al Inmujeres, ya sea en efectivo 
o en especie.4 

Programa de Adopción del Modelo de 
Equidad de Género. Es una estrate-
gia que proporciona una herramienta 
dirigida para que empresas privadas, 
las instituciones públicas y los orga-
nismos sociales revisen sus políticas y 
prácticas internas, para re-organizar 
y definir mecanismos que incorporen 
una perspectiva de género e instru-
menten acciones afirmativas o a favor 
del personal, que conduzcan al esta-
blecimiento de condiciones equita-
tivas para mujeres y hombres en sus 
espacios de trabajo.

Su objetivo es: desarrollar, fomen-
tar e impulsar la equidad de género 
en las organizaciones y contribuir al 
desarrollo de la sociedad con la cual 
interactúan. Es un sistema de gestión 
voluntario y certificable el cual fue 
diseñado para aplicarse en todo tipo 
de organizaciones.

Secretaría de Salud. La Secretaria de 
Salud, como responsable de garantizar 
el derecho a la salud de la población 
mexicana, ha diseñado programas 

3 	 Para la octava emisión, ya se habían aprobado 206 programas (http://www.inmuje-
res.gob.mx/dgpe/bol_osc/res/Dictamenparapublicacion8va.pdf).

4 	 http://www.inmujeres.gob.mx/home/avisos/convocatorias/20090315/bases_8.
pdf.
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específicos y modelos de intervención 
para la prevención y la atención de la 
violencia contra la mujer, así como co-
laborado en la realización de estudios 
sobre violencia de pareja.

Programa de Acción Mujer y Salud 
(PROMSA). Este programa implementa 
una reforma a las políticas dirigidas a 
la atención de las mujeres, que incor-
pora el reconocimiento de las inequi-
dades y desigualdades de género en 
los ámbitos social y cultural presentes 
en las actuales condiciones de de-
pendencia, subordinación, exclusión, 
discriminación y violencia entre en las 
relaciones de mujeres y hombres en las 
esferas familiar, social e institucional.5 

Consorcio Nacional de Mujer y Salud. 
Para lograr sus objetivos, el PROMSA 
requiere de la colaboración transversal 
de todas las instituciones del sector sa-
lud, de las instituciones académicas del 
sector privado y, de manera central, de 
la sociedad civil organizada. Para darle 
estructura y viabilidad a esta colabo-
ración se creó el Consorcio Nacional 
Mujer y Salud que cuenta con diversos 
grupos de trabajo, entre ellos, el de 
la violencia familiar y sexual, respon-
sable del seguimiento al Programa de 
prevención y atención de la violencia 
familiar, sexual y contra las mujeres.

Centro Nacional de Equidad y Género. 
Es el órgano rector y desconcentrado 
de la Secretaría de Salud que contribu-
ye a mejorar la salud de la población 
a través de la incorporación de la 
perspectiva de género en programas 
y acciones del sector salud, así como 
de la salud sexual y reproductiva, con 
pleno respeto a los derechos humanos.

Secretaría de Desarrollo Social

La Secretaria de Desarrollo Social, a 
través del Instituto Nacional de De-
sarrollo, ha implementado una serie 
de programas para superar la pobreza 
con perspectiva de género, los cuales 

cuentan con recursos públicos para 
su financiamiento, mismos que están 
contemplados en el presupuesto de 
egresos de la federación.

Instituto Nacional de Desarrollo

Programa de Coinversión Social (PCS).
Este programa brinda apoyo financiero 
complementario a proyectos dirigidos 
a la superación de la pobreza, la ex-
clusión, marginación, desigualdad por 
género y la atención a grupos vulnera-
bles. El PCS se basa en el principio de 
corresponsabilidad entre el gobierno 
federal y la sociedad civil, el cual se 
materializa a través de un esquema 
de coinversión en el que se suman 
los recursos que aportan los actores 
sociales que propongan los proyectos 
y la Sedesol, procurando la inclusión 
de otros actores sociales. Uno de los 
cambios importantes en el desarrollo 
de la operación del programa fue la 
incorporación de la perspectiva de gé-
nero como eje transversal y la emisión 
de convocatorias públicas.6 Mediante 
este programa se estaba trabajando con 
mil 360 proyectos de las organizaciones 
de la sociedad civil para promover la 
equidad de género.7 

Programa de Apoyo a las Instancias de 
Mujeres en las Entidades Federativas, 
para Implementar y Ejecutar Programas 
de Prevención de la Violencia contra las 
Mujeres. Es un programa operado por 
el Indesol, que permite la coordinación 
institucional y la vinculación de 
acciones de los gobiernos de los estados, 
específicamente de las instancias 
estatales de la mujer, para elaborar 
propuestas de políticas públicas y(o) 
legislativas que generen mejores 
condiciones de vida para las mujeres, 
y superar la discriminación de que son 
objeto por su condición de género, 

al promover acciones positivas de 
prevención, mitigación y erradicación 
de la violencia de género. El programa 
tiene como objetivos generales:

•	 Fortalecer la acción del estado 
en la defensa y promoción de los 
derechos de las mujeres y de su 
integración social.

•	 Prevenir, mitigar y atender los da-
ños ocasionados por la violencia que 
viven las mujeres por su condición 
de género, a través de la generación 
de nuevo conocimiento sobre esta 
problemática.

•	 Apoyar y elaborar propuestas de 
políticas públicas y(o) legislativas 
que fomenten mejores condiciones 
de vida y capital social para las 
mujeres.

Este programa tuvo un presupuesto 
para el año de 2006 de 99.8 millones 
(DOF, 17/02/2006).

Secretaría de Gobernación

Comisión Nacional para Prevenir y 
Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 
Por decreto presidencial, a partir de 
junio de 2009 comenzó sus actividades 
la Comisión Nacional para Prevenir 
y Erradicar la Violencia contra las 
Mujeres, que operará como organismo 
desconcentrado de la Secretaría de 
Gobernación (SEGOB). La disposición, 
publicada en el Diario Oficial de la 
Federación (DOF) establece que dicha 
instancia sustituye a la Comisión 
para Prevenir y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres en Ciudad Juárez, 
la cual funcionaba desde el 18 de 
febrero de 2004. Con ello, los asuntos, 
archivos y recursos económicos de la 
Comisión para Prevenir y Erradicar 
la Violencia contra las Mujeres en 
Ciudad Juárez, se transferirán a la 

5	 En www.mujerysalud.gob.mx/mys/contenido/norma/consorcio.html.
6	 En www.indesol.gob.mx/2_coinversion/quees.shtml.
7	 Discurso del presidente de México, Felipe Calderón Hinojosa (11 de mayo de 2007).

▲
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nueva Comisión, o bien, al de otras 
autoridades competentes.

Dentro de la Comisión Nacional para 
Prevenir y Erradicar la Violencia contra 
las Mujeres, la Segob deberá coordinar 
acciones para promover la igualdad 
de género, mediante mecanismos que 
garanticen el respeto a los derechos 
humanos y la procuración y fomento en 
todo momento de una participación ac-
tiva de las instituciones públicas y de la 
sociedad civil organizada.8 Algunas de 
las atribuciones de esta Comisión son:

Formular las bases para la coordinación 
entre las autoridades federales, locales y 
municipales para la prevención, atención, 
sanción y erradicación de la violencia 
contra las mujeres. Coordinar, con pleno 
respeto a los ámbitos de competencia, las 
acciones de los tres órdenes de gobierno en 
materia de protección, atención, sanción 
y erradicación de la violencia contra las 
mujeres, y dar seguimiento a las mismas 
(DOF, 01/06/09).

Procuraduría General de Justicia

Fiscalía Especial para la Atención de De-
litos Relacionados con Actos de Violen-
cia contra las Mujeres (FEVIM). La FE-
VIM fue creada por Acuerdo A/003/06 
del Procurador General de la República, 
publicado en el DOF en febrero de 2006, 
la cual es competente para investigar 
y perseguir delitos relacionados con 
actos de violencia contra la mujer en 
términos de las disposiciones jurídicas 
aplicables.9 

Presupuesto asignado para la 
prevención y atención de la 
violencia contra la mujer 

En la implementación de las políticas 
públicas es importante considerar los 
recursos destinados a los programas 
que previenen y atienden la violen-
cia contra la mujer. Sin embargo, de 
acuerdo al Comité de América Latina 
y el Caribe para la Defensa de los De-
rechos de la Mujer del Distrito Federal 

(CLADEM-DF), los recursos para com-
batir la violencia contra la mujer han 
disminuido en los últimos años.

El Comité señala que el Programa 
de Prevención y Atención a la Violencia 
Familiar, Sexual y contra las Mujeres de 
la Secretaría de Salud comenzó a operar 
a partir del ejercicio fiscal 2002 con 
un total de 57 millones 667 mil 901 
pesos, y en el 2003 aumentó 12% para 
alcanzar 67 millones 145 mil 401 pesos. 
Sin embargo, en el ejercicio fiscal del 
2004, cuando ya no se etiquetaron los 
recursos, la cantidad asignada disminu-
yó 41% quedando en 39 millones 181 

mil 496. Todavía más alarmante es el 
hecho de que para el Modelo Integrado 
de Prevención y Atención a la Violen-
cia, del 2002 al 2004, disminuyeron los 
recursos en un 98%.10

De acuerdo con García (2005) en 
el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración (PEF) 2005 se aprobaron por 
primera vez 357,8 millones de pesos 
para prevenir y atender la violencia 
contra las mujeres, y dar seguimiento 
a los feminicidios, distribuidos en 11 
programas de 7 secretarías federales, 
como se puede ver en la siguiente 
tabla:

8	 En www.eluniversal.com.mx/notas/601697.html.
9	 En www.inmujeres.gob.mx/documentos/federal/fiscaliaesp.pdf.
10	 En www.cimacnoticias.com/noticias/04nov/04112308.html.

Recursos aprobados en el pef 2005 para combatir la violencia

contra las mujeres y dar seguimiento al feminicidio*
(Millones de pesos)

Ramo Dependencia Unidad Responsable y Programa PPEF 
2005

Aprobado PEF 
2005

01 Poder Legislativo-
Cámara de Diputados

Comisión Especial para Conocer y dar 
Seguimiento a las Investigaciones Re-
lacionadas con los Feminicidios en la 
República Mexicana.
Diagnóstico sobre los Feminicidios en 
México

N/A 10 10

04 Gobernación Comisión para Prevenir y Erradicar la 
Violencia contra las Mujeres en Ciudad 
Juárez

16.1 35.0 32.5

11 Secretaría de
Educación Pública

Programa de Capacitación al Magisterio 
para Prevenir la Violencia Contra las 
Mujeres

N/A 18.5 18.5

12 Secretaría de
Salud

Centro Nacional de Equidad de Género y 
Salud Reproductiva – Violencia Sexual 
y Contra las mujeres

42.3** 40.0 40.0

12 Secretaría de
Salud

Programa de Apoyo a Refugios para 
Mujeres Víctimas de Violencia

N/A 35.0 35.0

12 Secretaría de
Salud

Proyecto Piloto Salud Reproductiva y 
Violencia contra las Mujeres en Zonas 
Indígenas

N/A 20.8 N/A

17 Procuraduría 
General de la
República

Dirección de Prevención del Delito y 
Servicios a la Comunidad.
Campaña Nacional de Equidad y Género 
Integral para las Mujeres

N/A 25.0 25.0

▲
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En cuanto al Presupuesto de Egre-
sos de la Federación de 2007 en materia 
de género, sólo se tiene garantizado 
que 200 millones de pesos serán uti-
lizados para el Programa de Apoyo a 
las Instancias de Mujeres en las Enti-
dades Federativas para implementar y 
ejecutar programas de prevención de 
violencia contra las Mujeres (PAIMEF), 
que serán entregados a través de la 
Secretaría de Desarrollo Social. Este 
presupuesto representa un incremento 
de 100%, respecto a los 99.6 millones 
de pesos aprobados en el presupuesto 
del 2006.

Cabe señalar que durante la tres 
últimas legislaturas, las mujeres 
mexicanas habían contado con un 
presupuesto etiquetado para la ope-
ración y desarrollo de proyectos de 
género, sin embargo, en el 2007 
diversos programas aplicados el año 
anterior fueron prácticamente des-
echados (González, 2007).

La asignación de los recursos a 
través del presupuesto de egresos de la 
Federación es vital para la prevención 
y atención de la violencia contra la 

mujer, pero esto requiere transparencia 
en la información, evitar el uso discre-
cional del presupuesto, y sobre todo, 
rendición de cuentas a la sociedad.

Conclusiones

Si bien en nuestro país han existido 
avances en el desarrollo de políticas 
públicas para prevenir, erradicar 
y sancionar la violencia contra la 
mujer a través de un marco jurídico 
nacional e internacional específicos, 
estableciendo medidas en el ámbito 
judicial, instrumentando mecanismos 
institucionales para la promoción y 
atención de la mujer, reconociendo la 
naturaleza compleja y multicausal de 
esta problemática, desde la esfera de 
la salud pública, los derechos humanos 
y la responsabilidad estatal, existen 
todavía retrasos en cada uno de estos 
ámbitos que impiden que, realmente, 
la mujer esté libre de violencia.

En la esfera legislativa se requiere 
que las leyes sean eficaces, ya que éstas 
por sí solas no modifican la realidad, 
y además de que se reformen aquellos 

cuerpos normativos federales y, princi-
palmente, estatales, que siguen siendo 
en sí mismos discriminatorios hacia 
las mujeres.

La implementación de las políticas 
públicas para prevenir, sancionar, y 
erradicar la violencia contra la mujer 
han resultado deficientes, debido a la 
falta de capacidad de las instituciones 
responsables de su ejecución, para so-
portar la carga de trabajo y preparación 
deficiente de su personal, la insufi-
ciencia de información y de recursos 
financieros, así como las restricciones 
en el tiempo, los que deben ser consi-
derados como factores a corregir si no 
se quiere llegar al fracaso.

En el ámbito de la procuración y 
la impartición de justicia sigue persis-
tiendo un grave atraso en la persecu-
ción y sanción de hechos delictivos en 
contra de las mujeres, representando 
un caso extremo los feminicidios, per-
sistiendo la impunidad, ante la falta 
de protección y garantías judiciales 
en la violación flagrante de derechos 
humanos.
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